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1479/2026, de 17 de marzo

RESOLUCIÓN
Servicio de Secretaría Técnica de Agricultura Nº expte.: 01244-2026/00021
Inadmitir la solicitud de acceso a información pública presentada por XXXXX
Con fecha 4 de marzo de 2026 ha tenido entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral solicitud de acceso a información pública, al amparo de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava, deducida por XXXXX.
Solicita información adicional en relación con la información facilitada mediante Anexo adjunto a la Resolución 1186/2026, de 25 de febrero, dictada en el expediente de solicitud de información pública número 01244-2026/00016 en el que interesaba se le comunicara la causa administrativa de la decisión adoptada de no incoar expediente sancionador frente a un tercero respecto de dos hechos que fueron denunciados por el solicitante de la información.
En concreto, interesa la siguiente información:
· En relación con unas reuniones presenciales que se citan en la información facilitada, se concrete la fecha, lugar e identidad del interviniente y el acta o registro administrativo asociado de las mismas.
· Se informe si se realizó requerimiento formal a la Ertzaintza para identificación de vehículo indicando fecha del requerimiento, con copia de diligencias practicadas y de la respuesta al requerimiento.
· Se identifique la norma concreta que fija el “radio limitado” que se invoca en la información facilitada, precisando la extensión exacta de dicho radio, la explotación de destino considerada y la distancia existente entre explotación de origen y de destino y método de cálculo utilizado.
Manifiesta el solicitante que la solicitud tiene por objeto disponer de información completa y verificable sobre las actuaciones administrativas desarrolladas, conforme a la finalidad de transparencia y control de la acción pública.
La Norma Foral 1/2017, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del THA reconoce en su artículo 30 el derecho de todas las personas a ejercer el derecho a acceder a la información pública.
Pero este derecho de acceso a la información pública no es un derecho ilimitado o absoluto, en el sentido de que garantice el acceso a toda la información pública en cualquier materia, sino que está sometido a límites, siendo la regla general la transparencia o acceso y la excepción su denegación o limitación, como señala la citada Norma Foral en la exposición de motivos.
El artículo 18 de la Ley 19/2013, al que se remite el artículo 34 de la Norma Foral 1/2017, recoge las causas de inadmisión, disponiendo en el apartado primero:
“1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:
a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.
b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.
c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley.”.
Esta Administración, en estricta observancia de la doctrina sentada por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (Resolución 2024/2291), ha dado cumplimiento satisfactorio al derecho de acceso mediante la Resolución 1186/2026 (en respuesta a la solicitud deducida el 27 de enero de 2026). En dicho acto, se trasladó al solicitante tanto la ratio decidendi (la falta de evidencias que pudieran aclarar ninguna de las circunstancias expuestas en su escrito presentado ante la Ertzaintza) como los elementos fácticos que sustentan el archivo de las actuaciones, contenidos en la Resolución 897/2024.
La información facilitada en la Resolución 1186/2026, de 25 de febrero pone en su conocimiento la actuación de esta Administración en relación con los hechos denunciados, los motivos de dicha actuación y el resultado de la misma, posibilitando el control de la actuación pública.
La finalidad principal del derecho de acceso a la información pública es facilitar y asegurar que los ciudadanos conozcan cómo funciona la administración, qué decisiones se toman y cómo se utilizan los fondos públicos y permitir que la ciudadanía evalúe la gestión de los funcionarios y las instituciones, combatiendo la corrupción.
El hecho de que XXXXX (denunciante) no esté conforme con las actuaciones administrativas que se relacionan como efectuadas en la Resolución 897/2024, de 13 de febrero, negando incluso que alguna de ella se haya practicado, es una cuestión que queda al margen del derecho de acceso a la información pública.
El ámbito objetivo del derecho de acceso se delimita en el artículo 18 de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, disponiendo “se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”  y lo que ahora se solicita no tiene cabida en dicho ámbito.
El procedimiento de transparencia no constituye una vía impugnatoria ni una “segunda instancia" para rebatir decisiones administrativas. La discrepancia del solicitante respecto a las diligencias efectuadas 
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en vía administrativa es una cuestión de legalidad ordinaria, ajena a la finalidad de control social y rendición de cuentas que inspira la normativa de transparencia. Admitir lo contrario desnaturalizaría el instituto del derecho de acceso, convirtiéndolo en un cauce impropio para el debate sustantivo sobre la eficacia de la actividad inspectora o sancionadora.
La Resolución R/78/2018 del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno de 30 de abril de 2018 analiza el carácter abusivo de una solicitud como causa de inadmisión, exponiendo:
«El ejercicio abusivo de un derecho ha sido analizado por reiterada jurisprudencia (por todas, se destaca la Sentencia de 1 de febrero de 2006 (rec. núm. 1820/2000). Esta doctrina jurisprudencial se basa en la existencia de unos límites impuestos al ejercicio de los derechos, límites de orden moral, teleológico y social.
Se trata de una institución de equidad que, para poder ser apreciada, exige la verificación de que la conducta valorada cumple los siguientes requisitos:
(1) Aparentemente es correcta pero representa, en realidad, una extralimitación a la que la ley no concede protección alguna; y (2) Genera unos efectos negativos, normalmente daños y perjuicios.
Además, de la base fáctica debe resultar patente (a) una circunstancia subjetiva de ausencia de finalidad seria y legítima (voluntad de perjudicar o ausencia de interés legítimo); y (b) una circunstancia objetiva de exceso en el ejercicio del derecho (anormalidad en el ejercicio del derecho).
Aplicada esta doctrina al derecho de acceso a la información, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en ejercicio de las competencias legalmente atribuidas por el art. 38.2 a), aprobó el criterio interpretativo 3/2016, que se pronuncia en los siguientes términos:
2.2. Respecto del carácter abusivo de la petición de información.
El artículo 18.1. e) de la LTAIBG asocia el carácter abusivo de la solicitud a la condición de que la petición “no esté justificada con la finalidad de la Ley”.
De este modo hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de inadmisión:
A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido cuantitativo: el hecho de que una misma persona presente un número determinado de solicitudes no determina necesariamente un ejercicio abusivo del derecho, y
B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no llegue a conjugarse con la finalidad de la Ley.
1. Así, una solicitud puede entenderse ABUSIVA cuando se encuentre en alguno de los supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a continuación:
· Con carácter general, en aquellos casos en que pueda considerase incluida en el concepto de abuso de derecho recogido en el artículo 7.2 del Código Civil y avalado por la jurisprudencia, esto es: “Todo acto u omisión que por la intención de su autor, por su objeto o por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho”.
· Cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a paralizar el resto de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos
· Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros.
· Cuando sea contraria a las normas, las costumbres o la buena fe.
2. Se considerará que la solicitud está JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando se fundamenta en el interés legítimo de:
· Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos
· Conocer cómo se toman las decisiones públicas
· Conocer cómo se manejan los fondos públicos
· Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas
Consecuentemente, NO ESTARÁ JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando:
· No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con anterioridad y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos.
· Cuando tenga por finalidad patente y manifiesta obtener información que carezca de la consideración de información pública de acuerdo con la definición del artículo 13 de la LTAIBG.
· Cuando tenga como objeto o posible consecuencia la comisión de un ilícito civil o penal o una falta administrativa.
4 Por otro lado debe señalarse que el artículo 7 del Código Civil dispone que:
· Los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe. La ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. Todo acto u omisión que:
por la intención de su autor, por su objeto o
por las circunstancias en que se realice, sobrepase manifiestamente los límites normales del ejercicio de un derecho, con daño para tercero, dará lugar ...a la adopción de las medidas ...administrativas que impidan la persistencia en el abuso.
Según numerosas sentencias (SS 14/2/86, 29/11/85, 7/5/93, 8/6/94, 21/9/87, 30/5/98,11/5/91, entre otras), el abuso de derecho:
· presupone carencia de buena fe. La buena o mala fe es un concepto jurídico que se apoya en la valoración de conductas deducidas de unos hechos. Para la apreciación de la buena fe (ésta, según doctrina se presume) o mala fe (que debe acreditarse) hay que tener en cuenta hechos y circunstancias que aparezcan probados.
· impone la exigencia de una conducta ética en el ejercicio de los derechos. El abuso de derecho procede cuando el derecho se ejercita con intención decidida de causar daño a otro o utilizándolo de modo anormal. Su apreciación exige que la base fáctica ponga de manifiesto las circunstancias objetivas (anormalidad en el ejercicio) y las subjetivas (ausencia de interés legítimo o voluntad de perjudicar).
· El abuso viene determinado por la circunstancia subjetiva de ausencia de finalidad seria y legítima y la objetiva de exceso en el ejercicio del derecho.
Una interpretación del derecho de acceso a la información pública regulado en la Ley 19/2013 que implique un ejercicio excesivo e indiscriminado del mismo afectaría en sí mismo, perjudicándolo, el objeto y finalidad de la propia norma.
A este respecto, deben tenerse en cuenta los elementos de carácter subjetivo y objetivo para evaluar la finalidad que motiva la presentación por el interesado de la reclamación objeto de esta resolución.»
En el presente caso, se considera que la solicitud incurre en la causa de inadmisión prevista en la letra e) del artículo 18 conforme a la doctrina expuesta.
La pretensión actual del interesado no se encamina a la obtención de información pública en los términos del artículo 18 de la Norma Foral 1/2017, sino que constituye una manifestación de disconformidad material con el contenido y resultado de la actividad inspectora. 
El derecho de acceso a la información pública ha sido plenamente satisfecho mediante la Resolución 1186/2026, de 25 de febrero.
Cuanto antecede lleva a concluir que concurre en el presente caso la causa de inadmisión referida en el apartado e) al tener un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de la ley.
En su virtud, haciendo uso de las competencias que me han sido otorgadas por la Orden Foral 432/2025, de 17 de diciembre, por la que se delega en la persona titular de la Dirección de Agricultura la competencia para resolver las solicitudes de acceso a la información pública previstas en la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava.
RESUELVO
Primero. Inadmitir la solicitud de acceso a la información pública presentada por XXXXX con fecha 4 de marzo de 2026.
Segundo. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal de Instancia de Vitoria-Gasteiz en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo foral de Transparencia y Buen Gobierno en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se contará desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución.
Vitoria-Gasteiz.
David Fernández Sarabia
Nekazaritza zuzendaria
Director de Agricultura
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